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Exp. 858/2019-2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 858/2019-2
PARTE ACTORA: 

**********AUTORIDADES DEMANDADAS:

CONTRALORÍA INTERNA Y DIRECCIÓN DE RECURSOS HUMANOS, AMBAS DEL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ
MAGISTRADO:

MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a primero de julio del dos mil veinte.
V I S T O,  para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 858/2019-2 promovido por la C. **********, contra actos emitidos por la Contraloría Interna y la Dirección de Recursos Humanos, ambas del Ayuntamiento de San Luis Potosí.
R E S U L T A N D O
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintisiete de agosto de dos mil diecinueve, la C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por la Contraloría Interna y la Dirección de Recursos Humanos, ambas del Ayuntamiento de San Luis Potosí;  por los actos que a continuación se precisan:
“1.- Impugno el oficio ********** de fecha 27 de mayo de 2019, emitido por el C. **********, en su carácter de Contralor Interno Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.
2.- Impugno el oficio ********** de fecha 03 de junio de 2019, emitido por la C. **********, en su carácter de Directora de Recursos Humanos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.”
II.- Por auto de fecha treinta de agosto de dos mil diecinueve, se tuvo por admitida la demanda, ordenándose correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran lo que a su derecho conviniera, ofrecieran y exhibieran las pruebas que estimaran pertinentes.
III.- El nueve de septiembre de dos mil diecinueve, se recibió escrito de la parte actora en el cual solicitó se decretara la suspensión de los actos impugnados, para el efecto de mantener las cosas en el estado en el que se encontraban.
Respecto a la suspensión solicitada por la parte accionante, en proveído de veintitrés de septiembre de dos mil diecinueve se determinó improcedente, en razón de no encontrarse dentro del supuesto establecido por el artículo 260 del Código Procesal Administrativo del Estado.
IV.- Con fecha once de septiembre dos mil diecinueve, la Contraloría Interna del Ayuntamiento de San Luis Potosí, interpuso Recurso de Reclamación en contra del auto de fecha treinta de agosto de  dos mil diecinueve, que admitió la demanda promovida por la Actora Jessica Falcón Compeán.
En auto del veintitrés de septiembre de dos mil diecinueve, se admitió a trámite el Recurso de Reclamación y se ordenó correr traslado a las partes del juicio para que expresaran lo que a su derecho conviniera.
Con escrito presentado el dos de octubre de dos mil diecinueve, la Parte Actora por conducto de su abogada autorizada contestó la vista que se le dio con el Recurso de Reclamación interpuesto en contra del auto de fecha treinta de agosto de dos mil diecinueve, que admitió la demanda del presente Juicio Contencioso Administrativo 858/2019.

En auto del siete de octubre de dos mil diecinueve, se certificó que la diversa autoridad demandada Directora de Recursos Humanos del Ayuntamiento de San Luis Potosí no realizo manifestación alguna en el término otorgado respecto al recurso de Reclamación planteado por el Contralor Interno del mismo Ayuntamiento; además, se agregó a los autos el escrito de la Parte Actora con que contestó la vista del Recurso de Reclamación y se citó para resolver.

Con fecha veintidós de octubre de dos mil diecinueve, se dictó la resolución del Recurso de Reclamación, en la que se determinó, que lo relativo a la extemporaneidad de la demanda, sería resuelto en la sentencia definitiva, al haberse planteado como excepción por la propia Autoridad Demandada al contestar la demanda.

V.-Con escritos presentados el diecinueve y veinte de septiembre de dos mil diecinueve, la Contraloría Interna Municipal y Directora de Recursos Humanos, ambas del Municipio de San Luis Potosí contestaron la demanda.

En auto del veintiséis de septiembre de dos mil diecinueve, se admitieron las contestaciones de demanda, y en razón de que las Autoridades Demandadas plantearon que la demanda fue presentada extemporánea, se otorgó plazo a la Parte Actora para ampliar la demanda.

VI.- Con escrito presentado el diez de octubre de dos mil diecinueve, la Parte Actora amplió la demanda.

En auto de fecha catorce de octubre de dos mil diecinueve, se admitió la ampliación de demanda y con una copia simple del escrito se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas. Las Autoridades Demandadas fueron debidamente notificadas y emplazadas.

Con escritos presentados el cuatro y cinco de noviembre de dos mil diecinueve, las Autoridades Demandadas dieron contestación a la ampliación de demanda.

En auto del doce de noviembre de dos mil diecinueve, se admitió la contestación de la ampliación de demanda.

VII.- Con fecha dos de octubre  de dos mil diecinueve, la Parte Actora interpuso Recurso de Reclamación en contra del auto de fecha veintitrés de septiembre de dos mil diecinueve, que le negó la suspensión solicitada.

En auto del siete de octubre de dos mil diecinueve, se admitió a trámite el Recurso de Reclamación planteado por la parte actora y con una copia del escrito se ordenó correr traslado a las partes del juicio para que expresaran lo que a su derecho conviniera.
Con escrito presentado el dieciséis de octubre de dos mil diecinueve, la diversa Autoridad Demandada Contraloría Interna del Ayuntamiento de San Luis Potosí, contestó la vista que se le dio con el Recurso de Reclamación, interpuesto por la Parte Actora en contra del auto de fecha veintitrés de septiembre de dos mil diecinueve, que le negó la suspensión solicitada.

En auto del veintiuno de octubre de dos mil diecinueve, se certificó que la diversa autoridad demandada Directora de Recursos Humanos del Ayuntamiento de San Luis Potosí no realizo manifestación alguna en el término otorgado respecto al recurso de Reclamación planteado por la parte actora; y se agregó a los autos oficio firmado por el Contralor Interno del Ayuntamiento de San Luis Potosí con el cual contestó la vista del Recurso de Reclamación y se citó para resolver.
Con fecha veinticinco de noviembre de dos mil diecinueve, se dictó resolución al Recurso de Reclamación contra la negativa de la suspensión, donde se determinó que resultó improcedente.

VIII.-  Substanciado que fue en cada una de sus etapas, a las 12:00 doce horas del catorce de enero de dos mil veinte, se dio inicio a la audiencia final, con la asistencia del Delegado de la autoridad demandada Contralor Interno del Ayuntamiento de San Luis Potosí; en el desahogo de la audiencia se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales dada su naturaleza. 

Enseguida, el Secretario de Acuerdos dio cuenta con un oficio sin número, signado por el Contralor Interno Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, mediante el cual realizó diversas manifestaciones y exhibió una documental; por lo que, con fundamento en los artículos 62, 64, 69 fracción II, 70, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y 35 fracción IV de la Ley Orgánica de este Tribunal; se tuvo por admitida como prueba superveniente la documental referida; y  se ordenó dar vista a las diversas partes del juicio con copia de la misma, para que en el término de tres días hábiles, manifestaran lo que en su derecho conviniera. 
Después en la etapa de alegatos se agregaron a los autos los escritos presentados por la Parte Actora y la Autoridad Demandada, por lo que se les tuvo por hechas las manifestaciones contenidas en dichos escritos, y finalmente se citó para resolver.

IX.- El veinte de enero de dos mil veinte, la parte actora presento escrito mediante el cual objeto por la vía incidental la documental ofrecido por la diversa autoridad demandada Contralor Interno Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, consistente en el oficio 62/2019 suscrito por el L.A.E********** en su carácter de Coordinador Operativo de San Luis Potosí, de la Oficina de Correos de México.
En acuerdo de veintisiete de enero de dos mil veinte, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 116 y 123 primer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis potosí, en relación con el numeral 35 fracciones VI y VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; se desechó de plano el Incidente de Objeción de Pruebas en Cuanto a su Alcance y Valor Probatorio planteado por la parte actora, por resultar notoriamente improcedente.

C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O
PRIMERO.-  Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracción I, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la Parte Actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio.
En cuanto al interés jurídico de la Parte Actora, está plenamente acreditado con las documentales en donde constan los actos impugnados, consistente en los oficio número **********, de fecha veintisiete de mayo de dos mil diecinueve, emitido por el Contralor Interno del Municipio de San Luis Potosí CP. ********** y ********** de fecha tres de junio de dos mil diecinueve, emitido por la Directora de Recursos Humanos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí Lic. **********, en los que se resuelve la solicitud formulada por la aquí actora C. ********** para que se declarara la caducidad de un procedimiento de aclaraciones previsto por la Ley para la Entrega-Recepción de los Recursos Públicos de Estado y Municipios de San Luis Potosí; por lo que al haberse resuelto una solicitud formulada por la actora, es claro que le asiste interés jurídico para controvertir dichos actos.

Por su parte, el C.P. ********** y la Lic. **********, justificaron su personalidad como Contralor Interno y Directora de Recursos Humanos respectivamente, ambos del Municipio de San Luis Potosí, en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con los nombramientos expedidos a su favor, documentales que obran a fojas  44 y 108 del expediente en el que se actúa.
A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de los actos impugnados, que la Parte Actora hizo consistir en:
“1.- Impugno el oficio ********** de fecha 27 de mayo de 2019, emitido por el C. **********, en su carácter de Contralor Interno Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.

2.- Impugno el oficio ********** de fecha 03 de junio de 2019, emitido por la C. **********, en su carácter de Directora de Recursos Humanos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.”

En relación a la pretensión de la Parte Actora que es la nulidad de dichos actos, y que se declare la caducidad del procedimiento incoado en contra de la Actora.
Por su parte las Autoridades Demandadas aducen la improcedencia del Juicio Contencioso Administrativo porque la demanda fue presentada extemporánea, y por otra parte sostienen la legalidad de los actos impugnados aduciendo que los conceptos de impugnación son infundados e inoperantes.
CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

A juicio de la Segunda Sala Unitaria, en la especie no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio.
Ahora bien, en el escrito de contestación de demanda, la Autoridad Demandada Contralor Interno del Municipio de San Luis Potosí aduce que la demanda fue presentada extemporánea, es decir fuera del plazo de 30 día hábiles que concede el artículo 24 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que el acto impugnado le fue notificado a la Actora vía correo certificado, con fecha dieciocho de junio de dos mil diecinueve, por lo que a la fecha de la presentación de la demanda el veintisiete de agosto de dos mil diecinueve habían transcurrido en exceso los treinta días hábiles que la Ley concede para presentar la demanda.
Por su parte, la Parte Actora controvierte la legalidad de la notificación vía correo certificado en la ampliación de la demanda, concretamente en el primer concepto de impugnación aduciendo que la notificación vía correo certificado es ilegal, porque no se realizó atendiendo a los parámetros legales establecidos en los artículos 42, 59 fracción I y 61 fracción I de la Ley del Servicio Postal Mexicano, así como los artículos 31y 33 del Reglamento para la Operación del Organismo Servicio Postal Mexicano, conforme a los cuales la pieza postal debe ser entregada al destinatario recabando en el documento respectivo su nombre y firma, o en su defecto de su representante legal, por lo que si no se siguieron dichas formalidades, la notificación resulta ilegal, y al respecto niega lisa y llanamente haber suscrito el acuse de recibo personalmente o por conducto de su representante legal.
A juicio del suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, el argumento de la Parte Actora es fundado y el documento exhibido para acreditar la notificación por parte de la Contraloría Interna del Municipio de San Luis Potosí, carece de eficacia probatoria, de conformidad con las siguientes consideraciones:
Los artículos 42, 59 fracción I y 61 fracción I de la Ley del Servicio Postal Mexicano, así como los artículos 31y 33 del Reglamento para la Operación del Organismo Servicios Postal Mexicano, son del tenor literal siguiente:
LEY DEL SERVICIO POSTAL MEXICANO
“ARTÍCULO 42.- El servicio de acuse de recibo de envíos o de correspondencia registrados, consiste en recabar en un documento especial la firma de recepción del destinatario o de su representante legal y en entregar ese documento al remitente, como constancia.

En caso de que, por causas ajenas al organismo no pueda recabarse la firma del documento, se procederá conforme a las disposiciones reglamentarias.”

“ARTICULO 61.- Los destinatarios de correspondencia y envíos tiene los siguientes derechos:

I.- Recibir la correspondencia y los envíos que le sean destinados.(…)”

“ARTICULO 59.-Los remitentes de correspondencia y envíos tienen los siguientes derechos:

I.-Que la correspondencia y envíos se entreguen a sus destinatarios.(…)”
REGLAMENTO PARA LA OPERACION DEL ORGANISMO SERVICIO POSTAL MEXICANO
“ARTICULO 31.- El servicio de acuse de recibo de envíos o correspondencia registrada, deberá solicitarse en el momento del depósito y consiste en recabar en un documento especial la firma de recepción del destinatario o de su representante legal y entregar ese documento al remitente, como constancia.”
“ARTICULO 33.- En los casos en que el destinatario se niegue a firmar el documento de constancia o no se encuentre en el domicilio y en un plazo de 10 días, contados a partir del aviso escrito, no ocurra a la oficina correspondiente a recoger la pieza postal, ésta será devuelta al remitente a su costa y sin responsabilidad para el Organismo.”
Del contenido de los artículos transcritos, se advierte con claridad, que resulta fundada la aseveración de la Parte Actora, en el sentido de que la pieza postal debe ser entregada al destinatario recabando en el documento respectivo su nombre y firma, o en su defecto de su representante legal.
En ese mismo orden de ideas, como lo aduce la Parte Actora, si no se siguen dichas formalidades la notificación resulta ilegal.
Ahora bien para acreditar el acto de notificación vía correo certificado la Autoridad Demandada acompañó el documento que le fue entregado por el Servicio Postal Mexicano como constancia de acuse de recibido. A continuación se inserta la imagen digitalizada de dicho documento.
[image: image1.emf]
Del documento inserto, se puede apreciar, que en el espacio destinado a que se asiente el nombre y firma de la persona que recibe la pieza postal, aparecen signos gráficos, que representan una e incluso dos firmas ilegibles y no se asentó el nombre de la persona que firma de recibido.
Al ser esto así, la documental exhibida, resulta ineficaz para acreditar que la notificación se llevó a cabo siguiendo las formalidades legalmente establecidas para las notificaciones en vía de correo certificado, particularmente el recabar el nombre y firma de la persona que recibe, la cual debe corresponder al destinatario de la pieza postal, o a su representante legal, acorde a lo que disponen los artículos 42 de la Ley del Servicio Postal Mexicano y 31 del Reglamento para la Operación del Organismo Servicio Postal Mexicano; ya que como se ha señalado, no consta el nombre de la persona que asentó la firma que aparece en el documento de acuse de recibido.
El criterio que adopta esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, se apoya en la Tesis de Jurisprudencia que se transcribe en seguida:
“NOTIFICACIÓN PERSONAL POR CORREO CERTIFICADO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. EN EL ACUSE DE RECIBO QUE AL EFECTO SE RECABE DEBEN ASENTARSE EL NOMBRE Y LA FIRMA DE LA PERSONA A QUIEN SE ENTREGÓ, ASÍ COMO EL CARÁCTER CON QUE SE OSTENTA, PARA CONSTATAR SI EFECTIVAMENTE SE TRATA DEL DESTINATARIO, DE SU REPRESENTANTE LEGAL O, EN SU CASO, DE LA PERSONA AUTORIZADA DENTRO DEL PROCEDIMIENTO PARA RECIBIRLA.- Si, por una parte, del artículo 67 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo se advierte que en el juicio contencioso administrativo federal pueden practicarse notificaciones personales por correo certificado con acuse de recibo, una vez que las partes o el representante legal señalen domicilio en el territorio nacional y, por la otra, que de la interpretación de los artículos 42, 59, fracción I y 61, fracción I, de la Ley del Servicio Postal Mexicano deriva que aquéllas deben realizarse únicamente con el destinatario o representante legal, recabándose la firma respectiva en un documento especial que habrá de ser entregado al remitente como constancia, se concluye que, dadas las formalidades que implica esta forma de comunicación, en el citado acuse deben asentarse el nombre y la firma de la persona a quien se entregó la notificación, así como el carácter con que se ostenta, para constatar si efectivamente se trata del destinatario, de su representante legal o, en su caso, de la persona autorizada dentro del procedimiento para recibirla.- PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DEL DÉCIMO NOVENO CIRCUITO.”

Es oportuno destacar, que la Autoridad Demandada no señaló que la firma que aparece en el documento exhibido corresponda a la Actora C. **********, por lo que dicho planteamiento no formó parte de la Litis del presente Juicio Contencioso Administrativo, ya que por su parte la Parte Actora formuló una negativa lisa y llana al respecto.
Así las cosas, al resultar fundados los argumentos formulados por la Parte Actora en la ampliación de la demanda, ello tiene como consecuencia que se le tenga por conocedora del acto impugnado, en la fecha que señaló en el escrito de su demanda, concretamente el cuatro de julio de dos mil diecinueve.
De acuerdo con lo anteriormente expuesto y fundado, la causal de improcedencia invocada por la Autoridad Demandada, en el sentido de que la demanda fue extemporánea, resulta esencialmente infundada, puesto que la documental exhibida, resultó ineficaz para acreditar la notificación a la Parte Actora en la fecha que señaló la Autoridad Demandada.

Por otra parte, la diversa autoridad demandada Directora de Recursos Humanos del Municipio de San Luis Potosí, en el capítulo que denominó “IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO” de su contestación de demanda, refirió que el accionante carece de interés jurídico y/o legítimo para comparecer al presente juicio y expone argumentos tendientes a defender la legalidad de la resolución impugnada; a juicio del suscrito Magistrado esa causal debe desestimarse en virtud de que los razonamientos en los cuales se sustenta, involucra cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio; esto es, constituyen la materia del asunto, al estar estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora, de ahí que no puedan analizarse en este momento como una causal de improcedencia y sobreseimiento. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia -que es aplicable al caso por analogía-, cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación: 
“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

Además, como se expuso en el considerando SEGUNDO de esta resolución, el interés jurídico de la accionante quedó acreditado con los escritos visibles en las fojas 23 y 25 del expediente en que se actúa –actos impugnados-, en los que se resuelve la solicitud formulada por la C. **********, por lo que al haberse resuelto una solicitud formulada por la actora, es claro que le asiste interés jurídico para controvertir dichos actos.
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la Parte Actora en contra de los actos impugnados, se encuentran en su escrito de demanda, visibles en la foja cuatro a la foja veinte del expediente en que se actúa, debiéndose precisar que los conceptos de impugnación vertidos en la ampliación de la demanda, se enderezaron únicamente a evidenciar la ilegalidad de la notificación del acto impugnado, cuestión ésta que ya fue resuelta en el punto considerativo Cuarto que antecede.
Por economía procesal se tienen aquí por reproducidos los conceptos de impugnación marcados como primero y segundo en el escrito de demanda. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se transcribe enseguida:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.- Contradicción de tesis 50/2010.”

SEXTO.- En primer término, por cuestión de método, entraremos al estudio del acto impugnado señalado con el número 2 por la parte actora en su escrito inicial de demanda, consistente en el oficio **********de fecha tres de junio de dos mil diecinueve, emitido por la C. **********, en su carácter de Directora de Recursos Humanos del Ayuntamiento de San Luis Potosí, mismo que se inserta en el siguiente espacio:
[image: image2.emf]
Como puede apreciarse, en la imagen digitalizada del acto impugnado, la negativa a la solicitud de declarar la caducidad en el caso concreto, se reduce a informar sobre la incompetencia de la autoridad para resolver lo solicitado, específicamente en la parte que a continuación se trascribe:

“(…) En relación con la solicitud planteada para la declaración de caducidad del procedimiento, relativo a los oficios ********** y **********no es factible que el suscrito, resuelva procedente lo peticionado, ello en virtud de que el procedimiento derivado de tales oficios se lleva ante el Órgano Interno de Control Municipal, autoridad diversa a esta Dirección de Recursos Humanos.(…)”

Por otra parte, en los conceptos de impugnación la accionante manifiesta medularmente que el acto impugnado es ilegal, en razón de que es un derecho que los procedimientos concluyan en forma pronta y expedita, por lo que lo procedente es declarar la caducidad y que no se encuentra fundado y motivado al no señalar de manera detallada y precisa las situaciones, causas específicas o razones concretas de por qué a su entender el oficio no se encuentran en los supuestos del artículo 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, sin que combatiera la razón medular del oficio impugnado, esto es, que no es competente para resolver lo solicitado.
En ese sentido, al contestar la demanda, particularmente al controvertir lo señalado por la Parte Actora en los conceptos de impugnación, la diversa Autoridad Demandada Directora de Recursos Humanos, precisó que el acto impugnado satisface los requisitos formales exigidos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su numeral 8, para dar respuesta por la autoridad al gobernado, y su emisión no es un acto que le cause algún prejuicio de imposible reparación, puesto que no le afecta de modo directo, actual e inmediato alguno de sus derechos sustantivos, como son la vida, sus propiedades o posesiones.
Ahora bien, en atención a la negativa de la Dirección de Recursos Humanos a la solicitud del actor de declarar la caducidad en el caso concreto; este juzgador estima que, si bien la autoridad no cita el fundamento para establecer que la autoridad competente es el Órgano Interno de Control Municipal, a nada practico conduciría declarar la ilegalidad del oficio ********** por falta de fundamentación, dado que la actora no combate el punto toral de la respuesta emitida por la Directora de Recursos Humanos del Ayuntamiento de San Luis Potosí, esto es, que no es competente para resolver lo solicitado, y además la Contraloría Interna Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí asumió la competencia y emitió una respuesta, la cual será analizada en el siguiente Considerando. 

Sirve de apoyo a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se transcribe enseguida:
“PETICIÓN. PARA RESOLVER EN FORMA CONGRUENTE SOBRE LO SOLICITADO POR UN GOBERNADO LA AUTORIDAD RESPECTIVA DEBE CONSIDERAR, EN PRINCIPIO, SI TIENE COMPETENCIA. Conforme a la interpretación jurisprudencial del artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a toda petición de los gobernados presentada por escrito ante cualquier servidor público, de manera respetuosa y pacífica, éste deberá responderla por escrito y en forma congruente, haciéndolo del conocimiento de aquéllos en breve plazo, sin que el servidor esté vinculado a responder favorablemente a los intereses del solicitante. Ahora bien, en virtud de que las autoridades únicamente pueden resolver respecto de las cuestiones que sean de su competencia, en términos que fundada y motivadamente lo estimen conducente, la autoridad ante la que se haya instado deberá considerar, en principio, si dentro del cúmulo de facultades que le confiere el orden jurídico se encuentra la de resolver lo planteado y, de no ser así, para cumplir con el derecho de petición mediante una resolución congruente, deberá dictar y notificar un acuerdo donde precise que carece de competencia para pronunciarse sobre lo pedido.”

En consecuencia, ante lo infundado de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en su escrito inicial de demanda; a juicio del Magistrado que integra esta Sala Unitaria lo procedente es declarar la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado consistente en el oficio **********de fecha tres de junio de dos mil diecinueve, emitido por la C. **********, en su carácter de Directora de Recursos Humanos del Ayuntamiento de San Luis Potosí, toda vez que la parte actora no logro desvirtuar la presunción de legalidad de que gozan los actos de autoridad. 

SÉPTIMO.- En segundo término, se analizara la legalidad del oficio ********** emitido por el C. **********, en su carácter de Contralor Interno Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí.
La Parte Actora aduce sustancialmente en sus conceptos de impugnación lo siguiente:
a) Que el acto impugnado es ilegal, en razón de que es un derecho de esa Parte Actora que los procedimientos concluyan en forma pronta y expedita, que en el caso concreto con fecha once de diciembre de  dos mil dieciocho las Autoridades Demandadas iniciaron el procedimiento administrativo previsto en el artículo 71 de la Ley para la Entrega-Recepción de los Recursos Públicos de Estado y Municipios de San Luis Potosí, mismo que no fue concluido, por lo cual solicitó la declaración de caducidad, obteniendo como respuesta que no ha lugar a declarar la caducidad solicitada por la parte actora, bajo el argumento de que los oficios referidos en la instancia no se encuentran en los supuestos del artículo 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, lo que a consideración de la actora es incorrecto, porque de acuerdo con el artículo 6 de la Ley para la Entrega-Recepción de los Recursos Públicos de Estado y Municipios de San Luis Potosí es aplicable supletoriamente el libro segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que prevé la caducidad, y que por ello al haber transcurrido más de los 30 días que refiere el artículo 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, contado a partir del tres de enero de dos mi dieciocho en que la Parte Actora presentó los escritos de aclaraciones, es procedente declarar la caducidad;
b) Que el acto impugnado es ilegal porque incumple con el requisito previsto en el artículo 164 fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que establece como elemento del acto administrativo que esté fundado y motivado, lo que en el caso concreto no ocurre, pues la respuesta se concreta a señalar que los oficios **********, no se encuentran en los supuestos del artículo 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y que por ello no ha lugar a acordar la caducidad solicitada; por lo que si bien la Autoridad Demandada cita un artículo como sustento de su determinación, no motiva la aplicación de esa disposición legal, pues no señala de manera detallada y precisa las situaciones, causas específicas o razones concretas de por qué a su decir los referidos oficios no se encuentran en los supuestos del artículo 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que el enunciado con que la Autoridad Demandada resuelve es genérico y dogmático que le coloca en estado de indefensión e inseguridad jurídica, derivado de ello la Autoridad Demandada no cumple con el requisito de motivación que debe revestir todo acto administrativo.
*El subrayado es propio.

Ahora bien, antes de proceder al estudio de los conceptos de impugnación, el suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, considera oportuno precisar, que tratándose de conceptos de impugnación, son de estudio preferente los que se refieren a que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, por lo que, si en un caso se advierte la carencia de alguno de esos requisitos de fundamentación y/o motivación exigibles a todo acto de autoridad, conformando una violación formal, se debe proceder a su estudio de manera preferente; el criterio en comento se sustenta en la Tesis de Jurisprudencia que se transcribe enseguida:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR.- La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo.- TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.”

De acuerdo con lo establecido con antelación, en nuestro caso resulta de estudio preferente el segundo de los conceptos de impugnación, que se refiere a la ausencia absoluta de motivación del acto impugnado.
A juicio del suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa este segundo concepto de impugnación resulta fundado, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos que se exponen enseguida.
En el segundo de los conceptos de impugnación, la Parte Actora plantea sustancialmente la ausencia absoluta de motivación en la emisión del acto impugnado, señalando al respecto que la respuesta de la Autoridad Demandada Contralor Interno Municipal se concretó a señalar que los oficios ********** y **********, no se encuentran en los supuestos del artículo 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y que por ello no ha lugar a acordar la caducidad solicitada; por lo que si bien la Autoridad Demandada cita un artículo como sustento de su determinación, no motiva la aplicación de esa disposición legal, pues no señala de manera detallada y precisa las situaciones, causas específicas o razones concretas de por qué a su decir los referidos oficios no se encuentran en los supuestos del artículo 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que el enunciado con que la Autoridad Demandada resuelve es genérico y dogmático que le coloca en estado de indefensión e inseguridad jurídica, incumpliendo con el requisito de motivación que debe revestir todo acto administrativo.
En efecto, el artículo 164 fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establece que la fundamentación y motivación es uno de los elementos del acto administrativo. A continuación se transcribe el artículo citado:
“ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo: (…)

V. Estar fundado y motivado; (…)”
Por su parte el acto impugnado se puede apreciar en la imagen digitalizada que se inserta enseguida.

[image: image3.emf]
Como puede apreciarse, en la imagen digitalizada del acto impugnado, la negativa a la solicitud de declarar la caducidad en el caso concreto, se reduce a lo siguiente:
“(…)Ésta Contraloría Interna Municipal, estima que los oficios a que hace referencia en su de cuenta, a saber ********** y **********, no se encuentran en los supuestos a que se refiere el artículo 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en tal sentido, no ha lugar a declarar la caducidad que solicita en su escrito datado el quince de mayo del dos mil diecinueve y presentado ante el órgano Interno de Control Municipal el pasado dieciséis de mayo del año en curso.(…)”

Sin embargo, al contestar la demanda, particularmente al controvertir lo señalado por la Parte Actora en los conceptos de impugnación, la Autoridad Demandada el Contralor Interno del Municipio de San Luis Potosí aduce que el acto impugnado está debidamente fundado y motivado, que la emisión del oficio ********** no implica la instauración de un procedimiento administrativo, o de un procedimiento en forma de juicio, sino que este forma parte del procedimiento de entrega recepción, por lo que no es una acto autónomo, y por ello es inaplicable el artículo 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; señala además que con el escrito presentado por la Parte Actora, no fue apto para solventar las observaciones que le fueron formuladas, y que ello fue hecho del conocimiento de la Contraloría Interna por la Dirección de Recursos Humanos, mediante oficio **********; así mismo la Autoridad Demandada señala que en relación a la caducidad no es aplicable el artículo 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, porque no es aplicable al procedimiento de entrega recepción, porque éste no se ubica en el supuesto del artículo 161 fracción III del mismo Código, pues los artículos 71, 72 y 73 de la Ley para la Entrega-Recepción de los Recursos Públicos de Estado y Municipios de San Luis Potosí, establecen los actos que deben realizarse y los plazos respectivos, por lo que no se surte la hipótesis de supletoriedad del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues la Ley que se pretende que sea suplida si contiene todos los elementos necesarios para el desarrollo del procedimiento de entrega recepción.
Como puede apreciarse, en la contestación de la demanda, la Autoridad Demandada pretende variar o modificar la fundamentación y motivación del acto impugnado, al pretender introducir a la Litis cuestiones ajenas, con las que pretende justificar la inaplicabilidad de la caducidad prevista en el artículo 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí al caso concreto, en razón de que el procedimiento regulado por loa artículos 71, 72, y 73 de la Ley para la Entrega-Recepción de los Recursos Públicos de Estado y Municipios de San Luis Potosí, no corresponde a un procedimiento autónomo, sino que forma parte del procedimiento de entrega recepción; cuestiones estas que no fueron parte de la fundamentación y motivación plasmada en el acto impugnado.
En ese contexto, es oportuno establecer, que de acuerdo a lo que dispone el artículo 244 párrafo tercero del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, le prohíbe a la Autoridad Demandada variar la fundamentación y motivación del acto impugnado en la contestación de demanda, lo que obedece a la lógica razón de que en medio del juicio se dejaría a la Parte Actora en total estado de indefensión, al haberse variado la sustancia del acto impugnado.
A continuación se transcribe el artículo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí:
“ARTÍCULO 244. La parte demandada deberá adjuntar a su contestación copias de la misma y de los documentos que acompañe, para cada una de las demás partes.
(REFORMADO, P.O. 03 DE OCTUBRE DE 2019)
Para efectos de lo anterior, se estará a lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 235 de este Código.
En la contestación de la demanda no podrá variarse la fundamentación y motivación del acto impugnado.
Tratándose de resolución negativa ficta, si la autoridad no expresa los hechos y el derecho en que se apoya la misma la sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera precisa a la demandada, salvo prueba en contrario.
En la contestación de la demanda o antes de que se dicte sentencia, la autoridad demandada podrá allanarse a las pretensiones del actor o, revocar el acto impugnado, siempre que se satisfaga la pretensión del demandante, esto es, que la extinción del acto atienda a lo efectivamente pedido por el actor en la demanda o, en su caso, en la ampliación, pero vinculada a la naturaleza del acto impugnado.
En ese caso, el Magistrado debe analizar si la revocación satisface las pretensiones del demandante, en su defecto continuará el trámite del juicio.”
El resaltado y subrayado es agregado.

En esas condiciones, el acto impugnado debe ser apreciado por esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, tal y como fue emitido por la Autoridad Demandada Contralor Interno del Municipio de San Luis Potosí.
Al ser esto así, le asiste la razón a la Parte Actora en cuanto afirma que si bien la Autoridad Demandada cita un artículo como sustento de su determinación, no motiva la aplicación de esa disposición legal, pues no señala de manera detallada y precisa las situaciones, causas específicas o razones concretas de por qué a su decir los referidos oficios no se encuentran en los supuestos del artículo 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que el enunciado con que la Autoridad Demandada resuelve es genérico y dogmático que le coloca en estado de indefensión e inseguridad jurídica.

De acuerdo con lo antes expuesto resultó fundado el segundo de los conceptos de impugnación que esgrimió la Parte Actora, habida cuenta que el acto impugnado incumple con el requisito de estar motivado, que a todo acto administrativo exige el artículo 164 fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Al respecto se debe destacar, que la ausencia absoluta de motivación, es una ilegalidad en grado predominante que afecta al acto impugnado, ya que carece de uno de sus elementos esenciales, ínsitos, connaturales legalmente exigidos, lo que se traduce en una violación de naturaleza formal, que afecta las defensas del particular, puesto que como acertadamente lo plantea la Parte Actora, el enunciado con que la Autoridad Demandada resuelve es genérico y dogmático, por lo que le coloca en estado de indefensión e inseguridad jurídica.
En ese sentido, la ausencia absoluta de motivación, le impide a esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, se pueda pronunciar respecto del diverso concepto de impugnación marcado como primero, puesto que se desconocen las situaciones, causas específicas o razones concretas, que llevaron a concluir a la diversa Autoridad Demandada Contralor Interno del Municipio de San Luis Potosí, que los oficios **********, no se encuentran en los supuestos del artículo 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; sin que se omita reiterar, que aunque la Autoridad Demandada pretendió introducir esa motivación en la contestación de la demanda, esa acción está prohibida por el artículo 244 párrafo tercero del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Ahora bien, la Parte Actora formuló como pretensión que se otorgue la nulidad de los actos que impugno, y que se declare que operó la caducidad del procedimiento incoado en su contra, en los términos que se precisan en esta demanda.
En relación a la primera de las pretensiones resulta parcialmente procedente al ser consustancial a la ilegalidad detectada en el acto impugnado consistente en el oficio número **********, emitido por el Contralor Interno del Municipio de San Luis Potosí, por lo que se decretará la nulidad del acto impugnado.
Sin embargo la segunda es improcedente, puesto que a pesar de que se considere ilegal el acto impugnado, dicha ilegalidad se refiere a una violación de naturaleza formal, la ausencia absoluta de motivación, lo que como se ha dicho impide a esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa conocer cuáles fueron las situaciones, causas específicas o razones concretas, razón a lo cual no es posible hacer un pronunciamiento sobre su legalidad.
Otro aspecto, que a juicio del suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, impide que se declare procedente la segunda parte de la pretensión, es que al resolver un Juicio Contencioso Administrativo, el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa se limita a declarar la ilegalidad y nulidad del acto impugnado, o reconocer su legalidad y validez, acorde a lo que dispone el primer párrafo del artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por lo que sus Salas no pueden, ni deben sustituir a la autoridad responsable, en el ejercicio de sus atribuciones, pues de hacerlo, se desvirtuaría tanto el espíritu competencial de éste Tribunal que se limita al control de legalidad de los actos de autoridad; de ahí que no sea jurídicamente posible que esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa decrete por si la caducidad de un procedimiento administrativo, pues ello compete a las Autoridades Administrativas.
Así las cosas, en la especie se actualizó la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en su modalidad de ausencia absoluta de motivación del acto impugnado, misma que se hizo valer la Parte Actora en el segundo de sus conceptos de impugnación; por lo que lo conducente es declarar su ilegalidad para el efecto de que la Autoridad Demandada emita otro acto que satisfaga el requisito formal de fundamentación y motivación en su conjunto.
El criterio que adopta el suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí es concurrente con el establecido en la Tesis de Jurisprudencia que ya se transcribió al principio de este punto considerativo, pero que para robustecer lo asentado se transcribe nuevamente:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR.- La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo.- TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.”

En consecuencia, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en la resolución contenida en el oficio el oficio número **********, de fecha veintisiete de mayo de dos mil diecinueve, emitido por el Contralor Interno del Municipio de San Luis Potosí CP. **********; por lo que se decreta su NULIDAD, y se le deja sin efecto legal alguno.
En ese tenor a efecto de restituir a la parte Actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente desconocidos, en términos de lo dispuesto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se ordena a la Autoridad Demandada Contralor Interno del Municipio de San Luis Potosí que emita un nuevo acto que satisfaga el requisito formal de fundamentación y motivación en su conjunto, en donde con plenitud de jurisdicción resuelva lo que en derecho proceda respeto de la caducidad solicitada por la aquí Actora.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249, 250 fracción II, 251, 252, y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado, consistente en la resolución contenida en el oficio número **********de fecha tres de junio de dos mil diecinueve, emitido por la C. **********, en su carácter de Directora de Recursos Humanos del Ayuntamiento de San Luis Potosí, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de la presente sentencia. 
TERCERO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en la resolución contenida en el oficio el oficio número **********, de fecha veintisiete de mayo de dos mil diecinueve, emitido por el Contralor Interno del Municipio de San Luis Potosí CP. **********; de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos expuestos en la presente resolución y para los efectos que se precisaron al final del Considerando Séptimo de esta sentencia.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas.

Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado quien actúa con Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano. (Rubricas).

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
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